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La renovación deberá haberse solicitado con una 
antelación de 60 días naturales previos a la fecha de 
su expiración, pudiendo, no obstante, haberse solici-
tado dentro de los tres meses posteriores a la fecha 
en que hubiera finalizado su vigencia, según lo esta-
blecido en el apartado 2 del artículo 74 del Regla-
mento de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero.

La validez de esta solicitud de renovación para la 
inscripción como demandante de empleo será hasta 
los tres meses siguientes de la fecha de presenta-
ción de dicha solicitud en el registro del órgano 
competente para tramitarlas o hasta su resolución.

3. Transcurrido el plazo de tres meses indicado 
en el apartado anterior, si la solicitud no se ha 
resuelto, se entenderá estimada de acuerdo con lo 
establecido en el apartado 2 de la disposición adicio-
nal primera de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de 
enero y, por tanto, también se podrán inscribir como 
demandantes de empleo los titulares de estas tarje-
tas caducadas junto con el certificado que acredite la 
renovación por este motivo.»

Tres. El apartado 1 del artículo 4 queda redactado 
como sigue:

«1. Se podrán inscribir como demandantes de 
empleo para trabajar por cuenta ajena, sin ninguna 
limitación, salvo la derivada de la vigencia de la pro-
pia autorización de residencia, los extranjeros titula-
res de una autorización de residencia temporal que 
lleven, al menos, un año en situación de residencia 
legal.

Para acceder a la situación de residencia y tra-
bajo por cuenta ajena, dichos extranjeros lo harán 
de conformidad a lo establecido en el artículo 96.1 
del Reglamento de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de 
enero, que habilita a los extranjeros titulares de una 
autorización de residencia que lleven, al menos, un 
año en situación de residencia legal, a acceder a la 
situación de residencia y trabajo por cuenta ajena 
cuando el empleador, como sujeto legitimado, pre-
sente solicitud de autorización para residir y trabajar 
y se cumplan los requisitos del artículo 50, excepto 
los párrafos a) y f).»

Cuatro. El apartado 1 del artículo 5 queda redactado 
como sigue:

«1. Se podrán inscribir como demandantes de 
empleo para trabajar por cuenta ajena, sin ninguna 
limitación, salvo la derivada de la vigencia de la pro-
pia autorización de residencia, los extranjeros titula-
res de una autorización de residencia temporal por 
haber sido reagrupados aunque lleven menos de un 
año de residencia legal.

Para acceder a la situación de residencia y tra-
bajo por cuenta ajena, dichos extranjeros lo harán 
de conformidad a lo establecido en el artículo 96.3 
del Reglamento de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de 
enero, que habilita a los extranjeros titulares de una 
autorización de residencia temporal por haber sido 
reagrupados, aunque lleven menos de un año en 
situación de residencia legal, a acceder a la situación 
de residencia y trabajo por cuenta ajena cuando el 
empleador, como sujeto legitimado, presente solici-
tud de autorización para residir y trabajar y se cum-
plan los requisitos del artículo 50, excepto los párra-
fos a) y f).»

Cinco. El apartado 1 del artículo 6 queda redactado 
como sigue:

«1. Se podrán inscribir como demandantes de 
empleo para trabajar por cuenta ajena, sin ninguna 
limitación, salvo la derivada de la vigencia de la 

propia autorización de residencia, los extranjeros 
titulares de una autorización de residencia tempo-
ral por circunstancias excepcionales, por razones 
humanitarias, por colaboración con las autoridades 
administrativas, policiales, fiscales o judiciales o 
cuando concurran razones de interés público o de 
seguridad nacional a los que se refieren los aparta-
dos 4 y 5 del artículo 45 del Reglamento de la Ley 
Orgánica 4/2000, de 11 de enero.

Para acceder a la situación de residencia y tra-
bajo por cuenta ajena, dichos extranjeros lo harán 
de conformidad a lo establecido en el párrafo 
segundo del apartado 7 de dicho artículo, que habi-
lita a los extranjeros titulares de esta autorización de 
residencia temporal a solicitar personalmente y 
acceder a una autorización para trabajar, si cumplen 
los requisitos establecidos en los párrafos b), c), d), 
y e) del artículo 50. No obstante, los requisitos a que 
se refiere el párrafo c) del artículo 50 se acreditarán 
en los términos establecidos en el apartado 3 del 
artículo 51 de este reglamento.»

Seis. El primer párrafo del apartado 1 de la disposi-
ción adicional segunda queda redactado como sigue:

«1. Se podrán inscribir en los servicios públicos 
de empleo y en las agencias de colocación los 
extranjeros en situación de estancia o de residencia 
que porten certificación expedida para tal fin por las 
oficinas de extranjeros o, en defecto de éstas, por 
las áreas o dependencias de Trabajo y Asuntos 
Sociales, cuando acrediten que se encuentran en 
alguno de los siguientes supuestos:»

Disposición final. Entrada en vigor.

La presente Orden entrará en vigor el día siguiente al 
de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 7 de marzo de 2008.–El Ministro de Trabajo y 
Asuntos Sociales, Jesús Caldera Sánchez-Capitán. 

MINISTERIO DE INDUSTRIA, 
TURISMO Y COMERCIO

 5070 RESOLUCIÓN de 13 de marzo de 2008, de la 
Dirección General de Política Energética y 
Minas, por la que se hacen públicos los nuevos 
precios de venta, antes de impuestos, de los 
gases licuados del petróleo por canalización.

La Orden del Ministerio de Industria y Energía de 16 de 
julio de 1998, establece el sistema de determinación de los 
precios de los gases licuados del petróleo, utilizados como 
combustibles o carburantes, para usos domésticos, comer-
ciales e industriales, en todo el ámbito nacional. La Orden 
ITC/1968/2007, de 2 de julio, recoge un sistema de determi-
nación automática de precios máximos sin impuestos de 
GLP’s envasados, y modifica determinadas disposiciones 
en materia de hidrocarburos. Su disposición adicional 
única sobre suministros de gases licuados del petróleo por 
canalización, establece nuevos valores de los costes de 
comercialización tanto a usuarios finales como a empresas 
distribuidoras, actualizando los anteriormente vigentes 
según la Orden de 16 de julio de 1998.

El artículo 12.1 de la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, 
de Reformas para el Impulso a la Productividad, establece 
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que mediante Orden Ministerial, previo Acuerdo de la 
Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económi-
cos, se dictarán las disposiciones necesarias para el esta-
blecimiento de las tarifas de venta del gas natural, gases 
manufacturados y gases licuados del petróleo por canali-
zación para los consumidores finales, así como los pre-
cios de cesión de gas natural y de gases licuados del 
petróleo para los distribuidores de gases combustibles 
por canalización, estableciendo los valores concretos de 
dichas tarifas y precios o un sistema de determinación y 
actualización automática de las mismas. Las tarifas de 
venta a los usuarios serán únicas para todo el territorio 
nacional, sin perjuicio de sus especialidades.

En cumplimiento de la Ley anterior y de lo dispuesto 
en la mencionada Orden Ministerial, y con el fin de hacer 
públicos los nuevos precios de los gases licuados del 
petróleo, en las diferentes modalidades de suministro 
establecidas en su apartado segundo, esta Dirección 
General de Política Energética y Minas ha resuelto lo 
siguiente:

Primero.–Desde las cero horas del día 18 de marzo 
de 2008, los precios de venta antes de impuestos, de apli-
cación a los suministros de gases licuados del petróleo 
según modalidad de suministro serán los que se indican 
a continuación: 

Euros

  

1.  Gases licuados del petróleo por 
canalización a usuarios finales:

 Término fijo . . . . . . . . . . . . . . . . . 128,6166 cents/mes
 Término variable. . . . . . . . . . . . . 86,6916 cents/Kg

2.  Gases licuados del petróleo a 
granel a empresas distribuido-
ras de gases licuados del 
petróleo por canalización . . . . 74,8227 cents/Kg

 Segundo.–Los precios establecidos en el apartado pri-
mero no incluyen los siguientes impuestos vigentes:

Península e Islas Baleares: Impuesto sobre Hidrocar-
buros e Impuesto sobre el Valor Añadido.

Archipiélago Canario: Impuesto Especial de la Comu-
nidad Autónoma de Canarias sobre combustibles deriva-
dos del petróleo e Impuesto General Indirecto Canario.

Ciudades de Ceuta y Melilla: Impuesto sobre la produc-
ción, los servicios, la importación y el gravamen comple-
mentario sobre carburantes y combustibles petrolíferos.

Tercero.–Los precios de aplicación para los suminis-
tros de los gases licuados del petróleo señalados en la 
presente Resolución se aplicarán a los suministros pen-
dientes de ejecución el día de su entrada en vigor, aunque 
los pedidos correspondientes tengan fecha anterior. A 
estos efectos, se entienden por suministros pendientes de 
ejecución, aquellos que aún no se hayan realizado o se 
encuentren en fase de realización a las cero horas del día 
de entrada en vigor de la presente Resolución.

Cuarto.–Las facturaciones de los consumos corres-
pondientes a los suministros de GLP por canalización 
medidos por contador, relativas al período que incluya la 
fecha de entrada en vigor de la presente Resolución, o en 
su caso de otras Resoluciones u Órdenes Ministeriales 
anteriores o posteriores relativas al mismo período de 
facturación, se calcularán repartiendo proporcionalmente 
el consumo total correspondiente al período facturado a 
los días anteriores y posteriores a cada una de dichas 
fechas, aplicando a los consumos resultantes del reparto 
los precios que correspondan a las distintas Resoluciones 
u Órdenes Ministeriales aplicables.

Quinto.–Las Empresas Distribuidoras de GLP por 
canalización, adoptarán las medidas necesarias para la 
determinación de los consumos periódicos efectuados 
por cada uno de sus clientes, a efectos de proceder a la 
correcta aplicación de los precios de GLP por canalización 
a que se refiere la presente Resolución.

Madrid, 13 de marzo de 2008.–El Director General de 
Política Energética y Minas, Jorge Sanz Oliva. 

COMUNIDAD DE CASTILLA Y LEÓN
 5071 LEY 10/2007, de 27 de diciembre, de Presupues-

tos Generales de la Comunidad de Castilla y 
León para 2008.

Sea notorio a todos los ciudadanos que las Cortes de 
Castilla y León han aprobado y yo en nombre del Rey y 
de acuerdo con lo que se establece en los artículos 25.5 
y 27.2.a) del Estatuto de Autonomía, promulgo y ordeno 
la publicación de la siguiente ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Los Presupuestos Generales de la Comunidad de Cas-
tilla y León para el año 2008, los primeros completos de 
esta Legislatura, han de dar respuesta a la nueva configu-
ración de la Junta de Castilla y León, que ha pasado de 
estar constituida por diez Consejerías, a estar integrada 
por doce.

Esto implica una reordenación de los créditos res-
pecto de los que figuraban en los Presupuestos Generales 
de la Comunidad de Castilla y León para el año 2007.

Son también los primeros que se elaboran bajo los dic-
tados de la nueva Ley de la Hacienda y del Sector Público 
de la Comunidad de Castilla y León, cuya entrada en vigor 
se demoraba, en ciertos aspectos como la mayor parte del 
régimen presupuestario, hasta el 1 de enero de 2007, lo 
que determinó que los anteriores Presupuestos se elabo-
raran aún conforme a la Ley de 1986.

Serán también unos Presupuestos marcados por la 
reducción de la financiación comunitaria, como conse-
cuencia de que nuestra mayor renta per capita ha deter-
minado la salida de Castilla y León del Objetivo 1 de la 
Unión Europea, si bien, dado que por aplicación de la 
regla n+2 aún se pueden presupuestar en 2008 fondos 
del periodo 2000-2006, la reducción no va a ser muy sig-
nificativa.

Y como última nota diferenciadora de estos Presu-
puestos con respecto a los de años anteriores, cobra 
especial importancia el hecho de que serán los primeros 
en los que las donaciones entre padres, hijos y cónyuges 
estén bonificadas en un 99% del pago del tributo corres-
pondiente. De este modo se completa la casi total supre-
sión del pago del Impuesto sobre Sucesiones y Donacio-
nes entre los familiares más directos iniciada ya en la 
Legislatura anterior.

Esta última medida se ha tomado con la intención de 
situar a nuestra Comunidad en posición de equidad con 
otras Comunidades limítrofes, evitando así una discrimi-
nación negativa hacia nuestros ciudadanos.

Junto a esta bonificación en el Impuesto sobre Suce-
siones y Donaciones hay que hacer mención a la muy 
significativa reducción del tipo de gravamen en ambas 
modalidades del Impuesto sobre Transmisiones Patrimo-
niales Onerosas y Actos Jurídicos Documentados para el 
caso de los jóvenes que adquieran su vivienda habitual en 
el medio rural, así como del que grava la formalización de 


